Modifica la ley N°20.880, Sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, para ampliar, en los términos que indica, la obligación que pesa sobre quienes ejercen determinados cargos públicos, respecto de la administración de su patrimonio
Boletín N°11004-06
Fundamentos:

· La ley N°20.880, publicada el 5 de enero de 2016,  e ingresada a tramitación en 2011 durante el gobierno del Presidente Sebastián Piñera, apunta a actualizar las normas sobre probidad principalmente mediante tres mecanismos:
1. Fusionar y ampliar las declaraciones de patrimonio e intereses.
2. Establece la obligación de cesión de administración de bienes (fideicomiso ciego).
3. Establece la obligación de enajenar ciertos activos en situaciones excepcionales.
· Pese a que dicha ley constituye un avance sustantivo respecto a la regulación anterior, consideramos que ésta puede mejorarse, particularmente en las obligaciones y los bienes sometidos a un fideicomiso.
· Ampliación de los bienes que se someten a administración separada. La nueva ley obliga a hacer público, mediante una declaración de patrimonio e intereses, todo el patrimonio de la autoridad pública, incluyendo sus bienes tanto en Chile como en el extranjero. Sin embargo, al establecer la obligación de enajenar o someter sus bienes a una administración separada sin información para el mandante, lo que se ha denominado un “fideicomiso ciego”, sólo somete a dicha regulación las acciones en sociedades anónimas abiertas, a las opciones de compra y venta de dichos títulos y a bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o de deuda; todos emitidos por entidades constituidas en Chile e inscritas en los registros de las autoridades chilenas.
Se hace necesario ampliar dicha obligación, al igual como se hizo respecto a la obligación de declarar patrimonio e intereses, a los títulos de oferta pública representativos de capital o deuda y las opciones de dichos títulos emitidos en el extranjero.
Existe escasa evidencia que autoridades chilenas puedan influir de manera decisiva en autoridades extranjeras, de una forma que pudiera significar un beneficio para sus negocios. Incluso el abogado asesor y ex Jefe de la División Jurídica de la Secretaría General de la Presidencia durante el primer gobierno de Michelle Bachelet, Jorge Claissac, reconocía que “esto se decidió así porque el espíritu de la regulación es evitar que alguna autoridad haga uso de su cargo para beneficio de sus negocios (…) Pero cuando el negocio está fuera del país la capacidad de influencia es mínima, si es que existe. Por eso se determinó que era menos urgente”.
Los países que contemplan en sus normativas para prevenir el conflicto de interés, la constitución de fideicomisos ciegos como Australia, Canadá o Estados Unidos, por regla general, los establece como voluntarios para los funcionarios.
Aun así, creemos necesario avanzar en ello para despejar cualquier duda y de una vez por todas terminar con un debate que ha llevado a ensuciar la actividad política y evadir los problemas que hoy enfrenta Chile.
En el proyecto que presentamos a vuestra consideración, la autoridad obligada podrá optar por otorgar un mandato de administración a entidades financieras constituidas en Chile o en el extranjero, siempre que dichas entidades cumplan, al menos,  con las siguientes características:
1. Sean instituciones financieras o bancarias independientes, esto es, en que el mandante no tenga o haya tenido participación directa ni indirecta; y en que no más del 10% de su propiedad o control pertenezcan a un mismo individuo;
2. Se encuentren sometidas a la supervisión de los reguladores financieros o bancarios en su respectivo país;
3. Las jurisdicciones en que operan cumplan con normas de transparencia financiera y tributaria.
Lo anterior deberá ser acreditado por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros según la entidad de que se trate.
· Ampliación de la obligación de someter el patrimonio a la administración de un tercero independiente. Asimismo, la nueva ley estableció que las autoridades públicas debían optar entre constituir un fideicomiso ciego o enajenar los valores de su propiedad que excedieran las 25.000 unidades de fomento (aproximadamente $658.225.000). Dicho límite no fue propuesto en el proyecto original, y su monto parece arbitrario sin que exista relación con los potenciales conflictos de interés que podría enfrentar la autoridad o funcionario.
El monto del patrimonio que un funcionario público posea en acciones o títulos representativos de deuda o capital es indiferente al conflicto de interés potencial que genera, por lo que lo razonable es volver a la redacción inicial del proyecto presentado en 2011 y someter a la obligación de constituir un fideicomiso ciego a todos quienes mantengan dichos valores.
Se propone establecer la obligación de constituir un mandato de administración o fideicomiso ciego para las principales autoridades del país, sin un límite de patrimonio. Es decir, todas las personas que pretendan asumir un cargo de responsabilidad pública, deberán enajenar o radicar en un tercero independiente la administración de acciones en sociedades anónimas abiertas, opciones de compra y venta de dichos títulos y a bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o de deuda, que pudieren generar un conflicto de interés.
Lo anterior, sin perjuicio de mantener la obligación de enajenar aquellos valores que tuvieran relación directa o indirecta con el rol público que cumpla la autoridad, tal como lo establece el artículo 26 de la ley N°20.880.
Por lo anterior, presento para vuestra consideración, el siguiente 

PROYECTO DE LEY
Artículo único.- Modificase la ley N°20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de interés, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase el artículo 26 por el siguiente:

“Artículo 26.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales, los alcaldes y los jefes superiores de las entidades fiscalizadoras, en los términos del decreto ley N°3.551, que sean titulares de acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o de deuda sea que sean emitidos por entidades constituidas en Chile que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, o por sociedades o entidades constituidas en el extranjero, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales valores:

a) Constituir un mandato especial conforme a las normas de este Título, o

b) Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo.

El producto de la enajenación efectuada conforme a la letra b) del inciso anterior no podrá destinarse a la adquisición de los valores a que se refiere dicho inciso.

Se deberá optar por una de las alternativas establecidas en este artículo dentro de los noventa días corridos posteriores a la asunción del cargo, no pudiendo el funcionario obligado adquirir títulos o valores de los señalados en el inciso primero hasta su cesación en el cargo.”.
2) Agrégase al artículo 28, la siguiente letra d):

“d) Las entidades financieras constituidas en el extranjero, siempre que sean instituciones financieras o bancarias independientes, esto es, en que el mandante no tenga o haya tenido participación directa ni indirecta; en que no más del 10% de su propiedad o control pertenezcan a un mismo individuo; se encuentren sometidas a la supervisión de los reguladores financieros o bancarios en su respectivo país; y, las jurisdicciones en que operen cumplan con normas de transparencia financiera y tributaria. El cumplimiento de estas condiciones será acreditado por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según las características de la entidad. Las entidades a que se refiere la presente letra no quedarán sujetas a la obligación de registro señalada en el artículo siguiente.”.
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